
 

 

DICTAMEN Nº 637/2018 
 
OBJETO: Proyecto de Decreto por 
el que se crea y regula el Regis-
tro de Explotaciones Agrarias y 
Forestales de Andalucía y el do-
cumento de acompañamiento al 
transporte de productos agrarios 
y forestales. 
 
SOLICITANTE: Consejería de Agri-
cultura, pesca y Desarrollo Ru-
ral. 
 

 

 

 El expediente refe-

renciado en el objeto ha 

sido dictaminado por la 

Comisión Permanente del 

Consejo Consultivo de An-

dalucía,  en  sesión cele-

brada el día 26 de sep-

tiembre de 2018, con asis-

tencia de los miembros que 

al margen se expresan. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 Con fecha 1 de agosto de 2018 tuvo entrada en este  Consejo 

Consultivo solicitud de dictamen realizada por el E xcmo. Sr. 

Consejero, en cumplimiento de lo dispuesto en el ar tículo 17.3 

y al amparo del artículo 22, párrafo primero, de la  Ley 

4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de An dalucía. 

 
 
Presidente: 
Cano Bueso, Juan B. 
 
Consejeras y Consejeros: 
Álvarez Civantos, Begoña 
Escuredo Rodríguez, Rafael 
Gallardo Castillo, María Jesús 
Gorelli Hernández, Juan 
Moreno Ruiz, María del Mar 
Rodríguez-Vergara Díaz, Ángel 
 
Secretaria: 
Linares Rojas, María Angustias 
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 En aplicación de lo dispuesto en el artículo 20, p árrafo 

segundo, de la citada Ley, la competencia para la e misión del 

dictamen solicitado corresponde a la Comisión Perma nente y de 

acuerdo con lo previsto en su artículo 25, párrafo segundo, el 

plazo para su emisión es de veinte días.  

 

 En este punto debe tenerse en cuenta que el Reglam ento Or-

gánico del Consejo Consultivo determina que el perí odo anual 

de vacaciones es el mes de agosto, durante el cual se inte-

rrumpe el plazo de emisión de dictámenes, continuán dose en el 

mes de septiembre (art. 71.3 del citado Reglamento,  en rela-

ción con la disposición adicional segunda).  

 

 Del expediente remitido se desprenden los siguient es ante-

cedentes fácticos: 

 

1.-  El 9 de agosto de 2017 el Consejero de Agricultura , Pesca 

y Desarrollo Rural, a propuesta de la Dirección Gen eral de la 

Producción Agrícola y Ganadera, ordena iniciar la t ramitación 

del procedimiento para la elaboración del Proyecto de Decreto 

por el que se crea y regula el Registro de Explotac iones Agra-

rias y Forestales de Andalucía y el documento de ac ompañamien-

to del transporte de productos agrarios y forestale s. A dicho 

acuerdo se acompaña la siguiente documentación: 

 - Informe sobre la realización de consulta pública  previa, 

de fecha 19 de abril de 2017. 

 - Justificante de haber realizado dicha consulta p revia. 

 - Primer borrador del Proyecto de Decreto (versión : 

16/06/2017). 
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- Memoria justificativa sobre la necesidad y oportu nidad 

del Proyecto de Decreto, de 3 de agosto de 2017, de  conformi-

dad con el artículo 45 de la Ley 6/2006, de 24 de o ctubre. 

- Memoria económica y anexos, de 3 de agosto de 201 7, en 

los que consta la incidencia económico-financiera d el Proyecto 

de Decreto. 

- Formulario, cumplimentado con fecha 3 de agosto d e 

2017, sobre los criterios para determinar la incide ncia de un 

proyecto de norma en relación al informe preceptivo  previsto 

en el artículo 3.i) de la Ley 6/2007, de 26 de juni o, de pro-

moción y defensa de la competencia de Andalucía. 

 - Informe de evaluación de impacto de género, de f echa 3 

de agosto de 2017, emitido teniendo en cuenta lo es tipulado en 

el Decreto 17/2012, de 7 de febrero, que lo regula.  

- Memoria sobre la repercusión de los derechos de l a in-

fancia, de 3 de agosto de 2017, de conformidad con lo dispues-

to en el Decreto 103/2005, de 19 de abril, por el q ue se regu-

la en Informe de Evaluación del Enfoque de Derechos  de la In-

fancia en los Proyectos de Ley y Reglamentos que ap ruebe el 

Consejo de Gobierno. 

- Relación de Consejerías, organismos y centros dir ecti-

vos afectados por la norma en estudio, de fecha 3 d e agosto de 

2017. 

 

2.-  Por Resolución de la Dirección General de Producci ón Agrí-

cola y Ganadera de 11 de agosto de 2017, se somete el Proyecto 

de Decreto a información pública por un período de 30 días há-

biles, resolución que se publica en BOJA núm. 161, de 23 de 

agosto de 2017. 
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3.- Mediante sendos oficios y comunicaciones interiores  de 24 

de agosto de 2017 la Dirección General proponente s olicita que 

formulen alegaciones y expongan su parecer los sigu ientes ór-

ganos o entidades: Dirección General de Gestión del  Medio Na-

tural y Espacios Protegidos; Dirección General de I nterior, 

Emergencias y Protección Civil; Delegación del Gobi erno en la 

Comunidad Autónoma de Andalucía; Agencia de Gestión  Agraria y 

Pesquera de Andalucía; Secretaría General de Agricu ltura y 

Alimentación; Dirección General de Ayudas Directas y Mercados 

e Instituto de Estadística y Cartografía de Andaluc ía. 

 

4.-  El 19 de octubre de 2017 se elabora nuevo formular io sobre 

los criterios para determinar la incidencia de un p royecto de 

norma en relación al informe preceptivo previsto en  el artícu-

lo 3.i) de la Ley 6/2007, de 26 de junio, de promoc ión y de-

fensa de la competencia de Andalucía. 

 

5.-  Figuran a continuación el segundo y tercer borrado r del 

Proyecto de Decreto (versiones: 31.10.17 y 07/02/20 18). 

 

6.-  Consta en el expediente que se han emitidos los si guientes 

informes preceptivos: 

 - Del Instituto de Estadística y Cartografía de An dalucía 

(7 de septiembre de 2017). 

 - De la Dirección General de Planificación y Evalu ación 

(14 de septiembre de 2017). 

- De la Unidad de Igualdad de Género (18 de septiem bre de 

2017). 

 - De la Dirección General de Presupuestos (6 de oc tubre de 

2017).  
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- De la Agencia de Defensa de la Competencia de And alucía 

(3 de noviembre de 2017). 

 - Del Consejo de Defensa de la Competencia de Anda lucía 

(23 de enero de 2018). 

 - Del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales (10 de abril de 

2018). 

 

7.-  En los trámites de información pública e informes solici-

tados, se han recibido alegaciones de los siguiente s órganos o 

entidades: Delegaciones Territoriales de la Conseje ría en Gra-

nada (14 de septiembre de 2017), en Sevilla (3 de o ctubre de 

2017) y Almería (17 de octubre de 2017); Agencia de  Gestión 

Agraria y Pesquera de Andalucía (11 de septiembre d e 2017); 

Dirección General de Gestión del Medio Natural y Es pacios Pro-

tegidos (20 de septiembre de 2017); Dirección Gener al de Ayu-

das Directas y Mercados (21 de septiembre de 2017);  Dirección 

General de Industrias y Cadena Alimentaria (10 de a bril de 

2018); Dirección General de Salud Pública y Ordenac ión Farma-

céutica (16 de abril de 2018); Ministerio del Inter ior (19 de 

octubre de 2017); Cooperativas Agro-Alimentarias de  Andalucía 

(3 de octubre de 2017); ASAJA Andalucía (4 de octub re de 

2017); COAG Andalucía (4 de octubre de 2017); ECOVA LIA (4 de 

octubre de 2017); y Asociación de Defensa Forestal de Sierra 

Morena (2 de octubre de 2017). 

 

8.- Con fecha 7 de marzo de 2018, la Secretaría General  Técni-

ca emite informe a los efectos previstos en el artí culo 45.2) 

de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de  la Comuni-

dad Autónoma de Andalucía; informe que es valorado por la Di-

rección General proponente con fecha 27 de abril de  2018. 
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9.- La Dirección General de Producción Agrícola y Ganad ería 

valora, mediante informes fechados el 20 y el 30 de  abril de 

2018, las alegaciones presentadas durante la tramit ación del 

procedimiento. 

 

10.- Consta a continuación redactado el cuarto borrador del 

Proyecto de Decreto en formato “Decisión” (versión:  28.05.18). 

 

11.- El 4 de junio de 2018 el Servicio de Producción Agr ícola 

de la Dirección General proponente de la norma elab ora memoria 

justificativa del cumplimiento de los principios de  buena re-

gulación. 

 

12.- Remitido el expediente para informe del Gabinete Ju rídi-

co, éste lo emite con fecha 13 de julio de 2018, fo rmulando 

diversas consideraciones al texto (informe SSPI0002 7/18). Di-

cho informe consta valorado con fecha 30 de julio d e 2018. 

 

13.-  Con fecha 20 de julio de 2018, el Servicio de Prod ucción 

Agrícola elabora memoria justificativa para hacer c ontar que 

en la tramitación del Proyecto de Decreto se ha dad o cumpli-

miento a la normativa en materia de Transparencia P ública, y 

en particular a lo dispuesto en el artículo 13.1 de  la ley 

1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de  Andalucía. 

 

14.- En informe de 30 de julio de 2018 el Servicio del S ecre-

tariado del Consejo de Gobierno formula diversas ob servaciones 

al Proyecto de Decreto. 
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15.- El Proyecto de Decreto fue objeto de estudio por la  Comi-

sión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras en su sesión 

del día 30 de julio de 2018, en la que, tras formul ar una ob-

servación, se acordó solicitar dictamen del Consejo  Consultivo 

de Andalucía. 

 

16.-  El Proyecto de Decreto que se somete a dictamen de  este 

Órgano Consultivo (versión: 31.07.18) consta de pre ámbulo, 

veintidós artículos distribuidos en un título preli minar y 

tres títulos, dos disposiciones adicionales, una di sposición 

transitoria, una disposición derogatoria, cuatro di sposiciones 

finales y un anexo. 

 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

I  

 

 El Excmo. Sr. Consejero de Agricultura, Pesca y De sarrollo 

Rural solicita dictamen sobre el Proyecto de Decret o por el 

que se crea y regula el Registro de Explotaciones A grarias y 

Forestales de Andalucía y el documento de acompañam iento al 

transporte de productos agrarios y forestales. 

 

El artículo 1 del Proyecto de Decreto se refiere al  doble 

objeto reflejado en su título y subraya los fines i nformativos 

y de control que la disposición está llamada a cump lir, siendo 

obvio que el Registro que se crea puede facilitar l a planifi-

cación y toma de decisiones en los sectores agrícol a, ganadero 

y forestal, así como a la trazabilidad y control de  la higiene 
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de los respectivas producciones y a la verificación  de la le-

gítima procedencia de los productos agrarios o fore stales de 

carácter alimentario en el caso del Documento de Ac ompañamien-

to al Transporte de Productos Agrarios y Forestales . 

 

Respondiendo a dichos fines, el Proyecto de Decreto  des-

tina el título preliminar a definir su objeto y fin es, ámbito 

de aplicación y definiciones (arts. 1, 2 y 3 respec tivamente), 

para después abordar la regulación del Registro de Explotacio-

nes Agrarias y Forestales de Andalucía en su título  I (REAFA), 

concretando en su capítulo I diversos aspectos como  su natura-

leza, adscripción y funcionamiento (arts. 4 a 7). E l mismo tí-

tulo se ocupa en su capítulo II (arts. 9 a 19) del procedi-

miento de inscripción, regulando los datos inscribi bles, com-

probación de datos, obligatoriedad y modos de inscr ipción, 

efectos y vigencia de la inscripción, así como la c ancelación 

y baja. 

 

El título II (artículo 20 y 21) regula el Documento  de 

Acompañamiento al Transporte de Productos Agrarios y Foresta-

les (DAT) regulando su contenido y obligatoriedad, así como 

las modalidades de expedición. 

 

Finalmente, el título III se refiere al régimen san ciona-

dor. 

 

 Descrito a grandes rasgos el contenido del Proyect o de De-

creto, cabe afirmar que su amparo competencial se e ncuentra en 

los artículos 48 y 57 del Estatuto de Autonomía par a Andalu-

cía. El primero dispone en su apartado 1 que corres ponde a la 
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Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en mate ria de 

agricultura, ganadería y desarrollo rural, y el apa rtado 3 del 

mismo artículo se refiere a la competencia exclusiv a, de 

acuerdo con las bases y la ordenación de la actuaci ón económi-

ca general, y en los términos de lo dispuesto en lo s artículos 

38, 131 y 149.1.11.ª,13.ª, 16.ª, 20.ª y 23.ª de la Constitu-

ción, sobre regulación de los procesos de producció n agrarios, 

con especial atención a la calidad agroalimentaria,  la traza-

bilidad y las condiciones de los productos agroalim entarios 

destinados al comercio, así como la lucha contra lo s fraudes 

en el ámbito de la producción y comercialización ag roalimenta-

ria. Por su parte, el artículo 57.1.a) establece qu e corres-

ponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclus iva, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª  de la 

Constitución, en materia de montes, explotaciones, aprovecha-

mientos y servicios forestales. 

 

Asimismo, en la medida en que se crea el REAFA, se atri-

buyen competencias y se regula el procedimiento de inscrip-

ción, cabe señalar que el artículo 47 del Estatuto de Autono-

mía para Andalucía prevé la competencia exclusiva d e la Comu-

nidad Autónoma sobre el procedimiento administrativ o derivado 

de las especialidades de la organización propia de la Comuni-

dad Autónoma, la estructura y regulación de los órg anos admi-

nistrativos públicos de Andalucía y de sus organism os autóno-

mos. 

 

 Por lo demás, cabe señalar que la disposición exam inada es 

acorde con la normativa de la Unión Europea que se cita en el 

propio preámbulo del Proyecto de Decreto y con lo p revisto en 
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la normativa estatal. A este respecto, como bien se  indica en 

el expediente, la Ley 17/2011, de 5 de julio, de se guridad 

alimentaria y nutrición, establece en su artículo 2 5 que “ las 

Administraciones públicas, en el ejercicio de sus c ompeten-

cias, crearán o mantendrán los registros necesarios  para el 

conocimiento de las distintas situaciones de las qu e puedan 

derivarse acciones de intervención en materia de se guridad 

alimentaria” . A su vez, el artículo 5 del Real Decreto 9/2015, 

de 16 de enero, por el que se regulan las condicion es de apli-

cación de la normativa comunitaria en materia de hi giene en la 

producción primaria agrícola, crea el Registro Gene ral de la 

Producción Agrícola, en el que se inscribirán las e xplotacio-

nes agrícolas comprendidas dentro de su ámbito de a plicación, 

precisando que dicho Registro “ se nutrirá de los datos de los 

diferentes Registros autonómicos ya creados ”. 

 

En lo que concierne al marco legal de la Comunidad Autóno-

ma la disposición proyectada conecta de manera part icular con 

la Ley 2/2011, de 25 de marzo, de calidad agroalime ntaria y 

pesquera de Andalucía, cuyo objeto, en el marco de la normati-

va de la Unión Europea y de la normativa básica del  Estado, es 

precisamente -según se desprende de su artículo 1.b )- “ El es-

tablecimiento de las normas necesarias para garanti zar la ca-

lidad, el origen, en su caso, y la conformidad de l os produc-

tos agroalimentarios y pesqueros con sus normas esp ecíficas de 

calidad, y asegurar, en este ámbito, la protección de los de-

rechos y legítimos intereses de los agentes económi cos, opera-

dores y de las personas consumidoras finales, garan tizando a 

estas una información correcta y completa sobre la calidad 

agroalimentaria y pesquera de los productos ”. En lo que res-
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pecta al documento de acompañamiento objeto de regu lación, nos 

remitimos a lo dispuesto en el artículo 6, apartado s 6 y 7, 

que damos por reproducidos. 

 

En suma, puede concluirse que la Comunidad Autónoma  osten-

ta competencias suficientes para aprobar la norma r eglamenta-

ria objeto de análisis, cuya aprobación corresponde  al Consejo 

de Gobierno, en el ejercicio de su originaria potes tad regla-

mentaria (art. 119.3 del Estatuto de Autonomía), y de confor-

midad con lo previsto en los artículos 27.9 y 44.1 de la Ley 

6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comuni dad Autóno-

ma de Andalucía. 

 

 

II 

 

 Sentado lo anterior, nos referimos a la tramitació n segui-

da para la elaboración del Proyecto de Decreto, reg ida, funda-

mentalmente, por las prescripciones contenidas en e l artículo 

45 de la Ley 6/2006 y normas concordantes. 

 

Asimismo, ha de tenerse en cuenta el título VI de l a Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis trativo Co-

mún de las Administraciones Públicas (en el que se regula “la 

iniciativa legislativa y la potestad para dictar re glamentos y 

otras disposiciones”). En relación con dicho título , damos por 

reproducida la síntesis de la STC 55/2018, de 24 de  mayo, que 

se realiza en el dictamen 475/2018. El preámbulo de  la norma 

afirma que el Proyecto de Decreto se adecua a los p rincipios 

de buena regulación previstos en el artículo 129 de  la Ley 
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39/2015 y en este sentido se argumenta el porqué de  las solu-

ciones que se adoptan en el Proyecto de Decreto. 

 

 En este plano, adelantamos ya que la tramitación s e ajusta 

a las prescripciones legales y reglamentarias para la elabora-

ción de las disposiciones reglamentarias. 

 

En efecto, cabe destacar que, previamente al inicio  del 

procedimiento, consta que la norma se ha sometido a  consulta 

pública. En este sentido consta informe de fecha 19  de abril 

de 2017 de la Dirección General de la Producción Ag rícola y 

Ganadera y documento justificativo de haberse reali zado dicha 

consulta. 

 

El procedimiento se inicia por Orden del Excmo. Sr.  

Consejero de Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural de fecha 9 

de agosto de 2017, a propuesta de la Dirección Gene ral de la 

Produción Agrícola y Ganadera, de conformidad con l o exigido 

en el artículo 45.1.a) de la Ley 6/2006. A dicho ac uerdo se 

une una propuesta del Proyecto de Decreto, memoria 

justificativa sobre la necesidad de la elaboración de la 

citada norma, y memoria económica, elaborada de con formidad 

con lo establecido en el Decreto 162/2006, de 12 de  

septiembre, por el que se regulan la memoria económ ica y el 

informe en las actuaciones con incidencia económica -

financiera. Asimismo se acompaña, debidamente cumpl imentado, 

el formulario para determinar la incidencia de la n orma en 

relación con el informe preceptivo previsto en el a rtículo 

3.1º) de la Ley 6/2007, de 26 de junio, de Promoció n y Defensa 

de la Competencia de Andalucía. 
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 Se han incorporado al expediente los informes proc edentes 

de los siguientes órganos: Secretaría General Técni ca de la 

Consejería de Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural  (7 de 

marzo de 2018), en cumplimiento de lo establecido e n el 

artículo 45.2 de la citada Ley 6/2006; Dirección Ge neral de 

Presupuestos (6 de octubre de 2017), de conformidad  con lo 

previsto en el artículo 2.3 del citado Decreto 162/ 2006; 

Dirección General de Planificación y Evaluación (14  de 

septiembre de 2017), según lo dispuesto en el artíc ulo 2.c) 

del Decreto 260/1988, de 2 de agosto, por el que se  

desarrollan atribuciones para la racionalización 

administrativa de la Junta de Andalucía. También se  incorpora 

informe del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales (1 3 de abril 

de 2018), de conformidad con lo establecido en el a rtículo 

57.2 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía  Local de 

Andalucía y en los artículos 2 y 3.2 del Decreto 26 3/2011, de 

2 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de  Funciona-

miento del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales. El  texto se 

ha sometido a informe del Instituto de Estadística y Cartogra-

fía de Andalucía (7 de septiembre de 2017). 

 

También se ha emitido el preceptivo informe sobre 

evaluación de impacto de género de la disposición e n trámite, 

cumpliéndose así lo dispuesto en los artículos 6.2 de la Ley 

12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de l a igualdad 

de género en Andalucía, y 45.1.a) de la Ley 6/2006,  así como 

lo previsto en el Decreto 17/2012, de 7 de febrero,  que regula 

su elaboración. Consta que la Unidad de Igualdad de  Género de 

la Consejería ha formulado diversas observaciones a l citado 

informe con fecha 18 de septiembre de 2017. 
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 Asimismo se ha emitido, con fecha 3 de agosto de 2 017, 

memoria sobre la repercusión de los derechos de la infancia, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 7 del Decreto 

103/2005, de 19 de abril, que lo regula, y en la qu e se pone 

de manifiesto que la aprobación de la norma no tend rá 

repercusión sobre los derechos de la infancia. 

 

El Consejo de Defensa de la Competencia de Andalucí a, en 

sesión celebrada el 23 de enero de 2018, emitió el informe 

01/2018, de conformidad con lo dispuesto en el artí cuolo 3.i) 

de la Ley 6/2007. 

 

El Proyecto de Decreto ha sido informado por el Gab inete 

Jurídico de la Junta de Andalucía (13 de julio de 2 018), de 

conformidad con lo previsto en los artículos 45.2 d e la Ley 

6/2006 y 78.2.a) del Reglamento de Organización y F unciones 

del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y de l Cuerpo de 

Letrados, aprobado por Decreto 450/2000, de 26 de d iciembre. 

 

 Por otra parte, el Proyecto de Decreto se remitió a obser-

vaciones e informes de las entidades y órganos que se detallan 

en los antecedentes fácticos de este dictamen, de a cuerdo con 

las previsiones del artículo 45.1.c) de la Ley 6/20 06. Asimis-

mo, consta “Resolución de 11 de agosto de 2017, de la 

Dirección General de Producción Agrícola y Ganadera , por la 

que se somete a información pública el Proyecto de Decreto por 

un plazo de treinta días (BOJA núm. 161, de 23 de a gosto de 

2017). 
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 Con fecha 4 de junio de 2018 el Servicio de Produc ción 

Agrícola de la Dirección General proponente elabora  memoria 

justificativa del cumplimiento de los principios de  buena 

regulación. Asimismo, el 20 de julio de 2018, elabo ra memoria 

justificativa para hacer constar que se ha dado cum plimiento a 

la normativa en materia de transparencia pública, s egún lo 

dispuesto en el artículo 13.1 de la Ley 1/2014, de 24 de 

junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

 

 El Secretariado del Consejo de Gobierno formuló di versas 

observaciones al texto en su informe de 30 de julio  de 2018, 

antes de que éste fuese remitido a la Comisión Gene ral de 

Viceconsejeros y Viceconsejeras. 

 

El Proyecto de Decreto ha sido examinado por la Com isión 

General de Viceconsejeros y Viceconsejeras (30 de j ulio de 

2018), de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 6 de la Ley 

6/2006, en relación con el artículo 1 del Decreto 1 55/1988, de 

19 de abril. 

 

 Se ha de reseñar que las observaciones y sugerenci as for-

muladas en la sustanciación del procedimiento han s ido exami-

nadas y valoradas de forma precisa por el órgano qu e tramita 

el procedimiento, quedando constancia en el expedie nte del 

juicio que merecen e indicando cuáles de ellas se a sumen y 

cuáles no. Con ello, como viene señalando este Cons ejo, no só-

lo se da verdadero sentido a los distintos trámites  desarro-

llados, evitando que se conviertan en meros formali smos, sino 

que también se da cumplimiento a lo previsto en el artículo 

45.1.f) de la Ley 6/2006. 
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III 

 

 Examinada la tramitación, formulamos diversas obse rvacio-

nes sobre el Proyecto de Decreto. Antes de ello dej amos seña-

lado que en estos momentos se tramita el Proyecto d e Ley de 

Agricultura y Ganadería de Andalucía cuyo artículo 27 regula 

el Registro de Explotaciones Agrarias y Forestales de Andalu-

cía configurándolo como una sección del Sistema de Información 

de la Cadena Alimentaria, en la que habrán de inscr ibirse 

obligatoriamente todas las explotaciones agrarias, forestales 

o mixtas ubicadas en la Comunidad Autónoma de Andal ucía, con 

independencia de que soliciten o no la percepción d e ayudas o 

cualquier otra medida de fomento establecida en el marco de la 

política agraria. La disposición final octava prevé  la unifi-

cación de registros de contenido agrario y agroalim entario, 

contemplando la incorporación al Sistema de Informa ción de la 

Cadena Alimentaria previsto en el artículo 84 de la  informa-

ción relevante de todos los registros, inventarios,  censos e 

instrumentos análogos competencia de la Administrac ión de la 

Junta de Andalucía que, por su naturaleza y ámbito,  sean sus-

ceptibles de integración. Por otra parte, el artícu lo 67 de 

dicho Proyecto de Ley regula el Documento de Acompa ñamiento al 

Transporte con un determinado contenido, prescribie ndo que re-

glamentariamente se establecerá la estructura, el f ormato, que 

será preferentemente electrónico y el contenido de dicho Docu-

mento que, en todo caso, deberá respetar las exigen cias de in-

formación de la Unión Europea. 

 

 Siendo así, debería procurarse la debida coordinac ión y 

armonía entre ambos textos. 
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 Sin perjuicio de lo anterior, se formulan las sigu ientes 

observaciones: 

 

1.-  Observación sobre la redacción del Proyecto de Decr eto.  En 

términos generales cabe afirmar que el Centro Direc tivo que ha 

impulsado el Proyecto de Decreto ha logrado una red acción cui-

dada y comprensible para la generalidad de los dest inatarios, 

pese a la dificultad que comporta el inevitable emp leo de con-

ceptos técnicos. Sin perjuicio de lo anterior, resu lta aconse-

jable realizar una última revisión gramatical, espe cialmente 

en lo que concierne al uso de mayúsculas y otros as pectos que 

contribuirían a mejorar dicha redacción. A título d e ejemplo, 

debe señalarse que en diferentes ocasiones se escri be “TITULO” 

sin tilde cuando debe llevarla según las reglas de acentuación 

gráfica de la lengua española. Asimismo, en la disp osición 

transitoria única apartado 2 se observa una discord ancia de 

número (“dispondrá” debería sustituirse por “dispon drán”, 

puesto que el verbo se refiere a las explotaciones) . Por otro 

lado, debería emplearse una misma regla en lo que c oncierne al 

uso de mayúsculas. Así, en el párrafo décimo del pr eámbulo de-

bería escribirse “Administración”, en vez de “admin istración”.  

 

2.- Artículo 1, apartado 2, párrafo c) . Según esta norma entre 

los fines del Decreto se encuentra el de “Participa r en el 

control de la trazabilidad de los productos aliment arios y la 

legítima procedencia de las mercancías”. Para expre sar correc-

tamente dicha finalidad debería sustituirse el verb o “partici-

par” por “contribuir”.  
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3.- Título del artículo 4 y apartado 1.  Considerando el alcan-

ce de dicho artículo, su título actual (“Creación, naturaleza 

y adscripción”) ganaría en precisión si se añadiera  la expre-

sión “régimen jurídico”.  

 

 Por otro lado, el apartado 1 dispone que se crea e l Regis-

tro de Explotaciones Agrarias y Forestales de Andal ucía (en 

adelante REAFA) como “ un registro de naturaleza administrativa 

y carácter público e informativo, que funcionará de  acuerdo 

con los principios de coordinación e interoperativi dad con 

otros registros, sistemas de información y bases de  datos que 

se encuentren adscritos a la Administración de la J unta de An-

dalucía, así como con aquellos que sean competencia  de otras 

Administraciones Públicas ”. Sin perjuicio del desarrollo que 

después se realiza, lo usual es que en este primer precepto 

que proclama la creación del REAFA se contenga una referencia 

sumaria al objeto y finalidad del Registro, lo cual  no es 

equivalente a la simple proclamación de su carácter  adminis-

trativo e informativo.  

 

4.- Artículo 4, apartado 4. El inciso final de esta apartado 

dispone que “ El REAFA no dirimirá cuestiones relacionadas con 

la propiedad de los bienes ni la titularidad de los  derechos 

que integran las explotaciones, ni dará fe de las m ismas, las 

cuales tendrán que sustanciarse a través de los med ios legales 

y procedimentales correspondientes ”. La función de dirimir o 

no ese tipo de cuestiones escapa al ámbito de dispo sición de 

la Comunidad Autónoma, dada la competencia prevista  en el ar-

tículo 149.1.8ª de la Constitución. Por eso la mera  previsión 

de que el REAFA no dirimirá cuestiones de propiedad  podría en-



 

 19

tenderse erróneamente, de manera que el inciso debe  suprimirse 

o modificarse por la razón antes expuesta.  

 

5.- Título del artículo 11.  Atendiendo al contenido de este 

artículo su título será más exacto si aludiera a lo s “modos de 

inscripción”.  

 

6.- Artículo 12, apartados 3 y 4.  El apartado 3  contempla un 

aviso mediante dispositivo electrónico o correo ele ctrónico; 

aviso que se realiza “a título informativo”, pero n o prevé la 

notificación de la resolución de inscripción, siend o así que 

La Administración está obligada a dictar resolución  expresa y 

a notificarla en todos los procedimientos cualquier a que sea 

su forma de iniciación (art. 21.1 de la Ley 39/2015 ).   

 

En lo que respecta al  apartado 4 , la expresión “podrán 

entender que procede la inscripción” no casa adecua damente con 

la concepción del silencio administrativo regulado en el ar-

tículo 24.1 de la Ley 39/2015, por lo que la redacc ión debe 

modificarse en consonancia con el significado del s ilencio en 

los procedimientos iniciados a solicitud del intere sado.  

 

7.- Título del artículo 13.  Resulta aconsejable que el título 

de este artículo se refiera a la “Comprobación y re ctificación 

de datos”.  

 

8.- Artículo 17, apartado 1.  Para mayor claridad, debería mo-

dificarse la redacción que señala que el cese de la  actividad 

“determinará la cancelación de la inscripción, así como cuando 

la explotación deje de cumplir los requisitos para figurar 
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inscrita en el mismo”. En puridad se describen caus as de can-

celación y así debería expresarse. 

 

9.- Artículo 20, apartado 1.  La redacción podría mejorar em-

pleando en la parte final del precepto la expresión  con “la 

finalidad de” u otra similar.  

 

10.- Artículo 21, apartado 1.  La remisión que se realiza en 

esta norma al artículo 15.2 del propio Decreto debe ría reali-

zarse al artículo 15.1.  

 

11.- Artículo 22. El apartado 1  prevé que “en caso de incum-

plimiento de lo previsto en el presente Decreto”, s erá de 

aplicación, en función de la materia, el régimen de  infraccio-

nes y sanciones previsto en las leyes que se enunci an en ese 

mismo apartado. Como se indica en el dictamen 572/2 018 (en re-

ferencia a un precepto similar), con ello se incurr e en una 

confusión entre conductas antijurídicas contrarias a lo esta-

blecido en el Decreto e infracciones. En este punto  damos por 

reproducida la doctrina de este Consejo Consultivo sobre la 

potestad sancionadora y las exigencias que se deriv an del 

principio de reserva de ley y de tipificación legal  de las ac-

ciones u omisiones constitutivas de infracción. En definitiva, 

como se indica en el referido dictamen, tal y como está redac-

tado el precepto adolece de dos defectos: en primer  lugar, 

vulnera el principio de tipicidad al no permitir pr ever razo-

nablemente cual es la conducta constitutiva de infr acción ad-

ministrativa y, en segundo lugar, al considerar inf racción to-

da vulneración de lo dispuesto en el Decreto, que d a lugar a 

la confusión de la antijuridicidad con la tipicidad . En este 
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sentido, debe tenerse permanentemente en cuenta lo dispuesto 

en el artículo 27 de la Ley 40/2015, de 1 de octubr e, de Régi-

men Jurídico del Sector Público, cuyo párrafo prime ro concep-

tualiza las infracciones administrativas como aquel las vulne-

raciones del ordenamiento jurídico previstas “como tales in-

fracciones por una Ley”, lo que equivale a reconoce r que no 

basta con que una conducta vulnere la Ley. Es impre scindible 

que la propia Ley elija que la consecuencia previst a a tal in-

cumplimiento sea su calificación como infracción ad ministrati-

va y no cualquier otra (como por ejemplo podría ser  algún gra-

do de invalidez o la obligación de restitución al e stado ori-

ginario, etc.). Dicho de otro modo: sin tipificació n expresa 

no es dable considerar una conducta (aunque vulnere  claramente 

la normativa) como infracción administrativa. 

 

 Por consiguiente, subrayamos la necesidad de refor mular el 

precepto de conformidad con la referida doctrina, e n la que se 

acoge la jurisprudencia constitucional en la materi a, y ello 

con la finalidad de evitar el error conceptual ante s referido, 

ya que las acciones u omisiones contrarias a lo pre visto en el 

Decreto serán sancionables en la medida en que se h allen tipi-

ficadas en la norma legal. 

 

Asimismo, debe modificarse la redacción del apartado 2 , 

procurando una mayor concreción y evitando expresio nes como 

“en particular”.  
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CONCLUSIONES 

 

 I.-  La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competenc ia 

para dictar el Decreto cuyo Proyecto ha sido someti do a este 

Consejo Consultivo (FJ I) . 

 

 II.-  El procedimiento de elaboración de la norma se aju sta 

a Derecho, sin perjuicio de lo considerado en el fundamento 

jurídico II.  

 

 III.-  En relación con el articulado del Proyecto de Decr e-

to, se formulan las siguientes observaciones : 

 

 A) Por las razones que se indican, deben atenderse las ob-

jeciones de técnica legislativa siguientes: 

 

(1) Artículo 4, apartado 4 (Observación III.4) . (2) 

Artículo 12, apartados 3 y 4 (Observación III.6).  (3) Artículo 

22, apartados 1 y 2 (Observación III.11).  

 

 B)  Por las razones expuestas se hacen las siguientes ob-

servaciones de técnica legislativa : 

 

(1) Observación sobre la redacción del Proyecto de Decre-

to (Observación III.1).  (2) Artículo 1, apartado 2, párrafo c) 

(Observación III.2).  (3) Título del artículo 4 y apartado 1 

(Observación III.3). (4) Título del artículo 11 (Observación 

III.5).  (5) Título del artículo 13 (Observación III.7).  (6) 

Artículo 17, apartado 1 (Observación III.8).  (7) Artículo 20, 



 

 

apartado 1 (Observación III.9). (8) Artículo 21, apartado 1 

(Observación III.10). 

 

 

 Es cuanto el Consejo Consultivo de Andalucía dictam ina. 

  

   EL PRESIDENTE           LA SECRETARIA GENERAL 

 Fdo.: Juan B. Cano Bueso   Fdo.: María A. Linares Rojas  
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